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CAPÍTULO 4

OTRAS NORMAS DE INTERÉS EN CONTRATACIÓN

Si das pescado a un hombre hambriento, le nutres una jornada. 
Si le enseñas a pescar, le nutrirás toda la vida 

Lao-Tsé

Dentro del contexto de la contratación pública, algunas normas, que en su momento parecerían no tener 
una implicación directa con esta temática, ofrecen una ilación lógica en este proceso. Por tanto, este último 
capítulo tiene como finalidad presentar estas regulaciones indispensables para reforzar los cimientos 
jurídicos y técnicos, anteriormente estudiados en esta obra, y que tienen como designio mantener el 
debido proceso en los componentes jurídico, financiero y técnico, dependiendo del contexto de ejercicio 
contractual. Con esto, no se quiere olvidar que la dimensión constitucional, los principios y el articulado 
que desarrolla de la ley 80 de 1993, y sus decretos reglamentarios, es el inicio de cualquier actividad de 
desarrollo contractual. 

Desde esta orientación a continuación se relacionan dichas directrices, concretizando los aspectos de 
mayor relevancia para su abordaje. 

Ley 901 de 2004

Dicha norma menciona, en su artículo 2, que las entidades estatales, para relacionar las acreencias a su 
favor pendientes de pago, deberán elaborar semestralmente un boletín de deudores morosos, cuando 
el valor de las acreencias supere un plazo de seis (6) meses y una cuantía mayor a cinco (5) Salarios 
Mínimos Mensuales Legales Vigentes (SMMLV). Este boletín deberá contener la identificación plena 
del deudor moroso –bien sea persona natural o jurídica–, la identificación y el monto del acto generador 
de la obligación, su fecha de vencimiento y el término de extinción de la misma.
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Este boletín será remitido al contador general de la nación durante los primeros diez (10) días calendario de 
los meses de junio y diciembre de cada anualidad fiscal. La Contaduría General de la Nación consolidará 
y posteriormente publicará en su página Web el Boletín de Deudores Morosos del Estado (BDME), los 
días 30 de julio y 30 de enero del año correspondiente. Dicho boletín es un requisito esencial para toda 
persona natural o jurídica que desee participar en cualquier proceso de contratación de bienes y servicios 
con el Estado; sin embargo, existen unas excepciones determinadas en la carta circular externa 059 de 
2004 y 065 de 2005.

Carta circular externa 059 de 2004 y 065 de 2005

Estas comunicaciones, emanadas de la Contaduría General de la Nación, definen los aspectos requeridos 
para que los entes públicos adelanten las gestiones administrativas que le permitan depurar y sanear la 
información contable relacionada con las acreencias a favor del ente público y la consecuente elaboración 
y envío a la Contaduría General de la Nación del BDME. 

Los actos o contratos a celebrarse con las entidades estatales, regidos por la ley 80 de 1993, y los contratos 
sujetos a régimen legal propio o derecho privado, cuyo valor no exceda los veinte (20) SMMLV no 
requieren del certificado del BDME. Los contratos o convenios interadministrativos tampoco requieren 
de dicho certificado.

Por otra parte, la Contaduría General de la Nación expedirá el certificado del BDME a la persona natural 
o jurídica que lo requiera, solicitándolo a través de la entidad pública con la cual se va a contratar o tomar 
posesión de un cargo público, según corresponda. En ese sentido, dicho certificado será enviado al ente 
público que lo haya solicitado, para anexarlo conjuntamente con la declaración juramentada al proceso 
de posesión o contractual, según se trate.

Para dichos efectos, quienes van a celebrar contratos con el Estado, cuyo valor exceda los veinte (20) 
SMMLV, o tomar posesión de un cargo público, deberán presentar a la entidad pública con la cual 
llevarán a cabo el contrato o la posesión, según sea el caso, una copia original (depositante) del recibo de 
consignación por el valor equivalente al tres por ciento (3%) del SMMLV y la declaración juramentada 
sin trámite notarial, de acuerdo con los anexos 3 y 4 “Modelo de declaración juramentada”, según se trate 
de persona natural o jurídica, de la presente circular externa. 

Sin embargo, a partir de la carta circular 065 de 2005 de octubre 25, dejó de tener vigencia la inhabilidad 
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para contratar con el Estado o tomar posesión de cargos públicos, de las personas naturales o jurídicas 
que aparezcan reportadas en el BDME. En tal sentido, no se requiere presentar el certificado ni consignar 
los derechos de éste, como tampoco presentar la declaración juramentada de que trata la circular externa 
059 de 2004. Sin embargo, los entes públicos seguirán realizando el reporte de este boletín. 

Ley 828 de 2003

Por medio de la ley 828 de 2003 se expiden normas para el control a la evasión del Sistema de Seguridad 
Social. Será obligación de las entidades estatales incorporar en los contratos que celebren, como obligación 
contractual, el cumplimiento por parte del contratista de sus obligaciones frente al Sistema de Seguridad 
Social Integral, parafiscales (cajas de compensación familiar, Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) 
y al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)) por lo cual, el incumplimiento de esta obligación 
será causal para la imposición de multas sucesivas hasta tanto se dé el cumplimiento, previa verificación 
de la mora, mediante liquidación efectuada por la entidad administradora.

	Cuando durante la ejecución del contrato o a la fecha de su liquidación se observe la persistencia de este 
incumplimiento, por cuatro (4) meses, la entidad estatal dará aplicación a la cláusula excepcional de 
caducidad administrativa.

Las autoridades o personas que tengan conocimiento sobre conductas de evasión o elusión, deberán 
informarlas de manera inmediata al Ministerio de la Protección Social, tratándose de pensiones o riesgos 
profesionales y aportes a las cajas de compensación familiar, SENA e ICBF.

 Ley 850 de 2003

Esta norma reglamenta las veedurías ciudadanas.1 Esta representación tiene como función la vigilancia, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 270 de la Constitución Política de Colombia (CPC) y 
el artículo 100 de la ley 134 de 1994. Se ejercerá en aquellos ámbitos, aspectos y niveles en los que en 

1 		  Se entiende como el mecanismo democrático de representación que le permite a los ciudadanos o a las diferentes or-
ganizaciones comunitarias ejercer vigilancia sobre la gestión pública, respecto tanto a las autoridades administrativas, 
políticas, judiciales, electorales, legislativas y órganos de control, a de las entidades públicas o privadas, organizaciones 
no gubernamentales de carácter nacional o internacional que operen en el país, encargadas de la ejecución de un pro-
grama, proyecto, contrato o de la prestación de un servicio público. Disponible en www.personeriabogota.gov.co.



Jhon Jairo Bejarano Roncancio

174

forma total o parcial, se empleen recursos públicos, con sujeción a lo dispuesto en la presente ley. La 
vigilancia de la gestión pública se podrá ejercer sobre la gestión administrativa, con sujeción al servicio 
de los intereses generales y la observancia de los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad, y publicidad. 

Todos los ciudadanos –en forma plural o a través de organizaciones civiles como organizaciones 
comunitarias, profesionales, juveniles, sindicales, benéficas o de utilidad común, no gubernamentales, sin 
ánimo de lucro, y constituidas con arreglo a la ley– podrán constituir veedurías ciudadanas.

Ley 797 de 2003

Señala la obligatoriedad de afiliación al Sistema General de Pensiones2 de todas aquellas personas 
vinculadas mediante contrato de trabajo o como servidores públicos. Así mismo, las personas naturales 
que presten directamente sus servicios al Estado o a las entidades o empresas del sector privado, bajo la 
modalidad de contratos de prestación de servicios, o cualquier otra modalidad de servicios que adopten, 
así como los trabajadores independientes. Sin embargo, expresa que de manera voluntaria, todas las 
personas naturales residentes en el país y los colombianos domiciliados en el exterior, que tengan calidad 
de afiliados obligatorios y que no se encuentren expresamente excluidos por la presente ley, pueden 
afiliarse a este sistema. 

Por tanto, durante la vigencia de la relación laboral y del contrato de prestación de servicios, deberán 
efectuarse cotizaciones obligatorias a los regímenes del sistema general de pensiones por parte de los 
afiliados, los empleadores y contratistas, con base en el salario o los ingresos por prestación de servicios 
que aquellos devenguen. 

Decreto 510 de 2003

En este decreto se reglamentan parcialmente los artículos 3, 5, 7, 8, 9, 10 y 14 de la ley 797 de 2003. 
Expresa que las personas naturales que prestan directamente servicios al Estado o a las entidades o 
empresas del sector privado –bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios o cualquier 

2		  Según lo señalado en el decreto 4982 de 2007 y la circular 08 de 2008 del Ministerio de la Protección Social, la co-
tización a este sistema quedará en 16% del Ingreso Base de Cotización (IBC) mensual a partir del 1 de enero de 2008. 
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otra modalidad de servicios que adopten–, deberán estar afiliados al Sistema General de Pensiones y su 
cotización deberá corresponder a los ingresos que efectivamente perciba el afiliado.3 

Para este propósito, el trabajador deberá declarar en el formato que para tal efecto establezca la 
Superintendencia Bancaria, ante la administradora a la cual se afilie, el monto de los ingresos que 
efectivamente percibe, manifestación que se entenderá hecha bajo la gravedad del juramento. De igual 
manera, el afiliado deberá actualizar dicha información, cuando se produzcan cambios significativos en 
sus ingresos, es decir, en más del 20%, respecto de su declaración inicial y, en todo caso, por lo menos 
una vez al año, dentro de los dos primeros meses. 

La base de cotización del Sistema General de Pensiones será como mínimo en todos los casos de un (1) 
SMMLV, y máximo de veinticinco (25) SMMLV, límite éste que le es aplicable al Sistema de Seguridad 
Social en Salud, y deberá ser la misma que la base de la cotización del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud SGSSS, salvo que el afiliado cotice para el Sistema General de Pensiones sobre una base 
inferior a la mínima establecida para el SGSSS. Los aportes a pensión, actualmente, son del 16%; en 
donde la contribución del trabajador es del 4% y de la empresa equivale al 12%. Estos valores se liquidan 
del total devengado mensualmente por el trabajador, que equivale a su salario base de cotización más el 
trabajo suplementario –recargos de horas laborales- y otros factores salariales pactados contractualmente 
(Estos últimos aspectos de liquidación de aportes también aplican para salud).

Ley 789 de 2002

El asunto, que trata específicamente la Reforma Laboral, decretada en esta ley, y que está relacionada con 
la contratación pública, se relaciona con el control a la evasión de los recursos parafiscales (ver artículo 
50).    

Por eso, la celebración, renovación o liquidación, por parte de un particular, de contratos de cualquier 
naturaleza con entidades del sector público, requerirá para el efecto, del cumplimiento por parte del 
contratista de sus obligaciones con los sistemas de salud, riesgos profesionales, pensiones y aportes a las 
Cajas de Compensación Familiar, ICBF y el SENA, cuando a ello haya lugar. Así mismo, las entidades 
públicas, en el momento de liquidar los contratos, deberán verificar y dejar constancia del cumplimiento de 

3	  	 Se entiende por ingresos efectivamente percibidos por el afiliado, aquellos que él mismo recibe para su beneficio 
personal. Para este efecto, podrán deducirse las sumas que el afiliado recibe y que debe erogar para desarrollar su ac-
tividad lucrativa en las mismas condiciones previstas por el artículo 107 del Estatuto Tributario.
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las obligaciones del contratista, frente a los aportes mencionados durante toda su vigencia, estableciendo 
una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron haber sido cotizadas.

En el evento de que no se hubieran realizado totalmente los aportes correspondientes, la entidad pública 
deberá retener las sumas adeudadas al sistema en el momento de la liquidación y efectuará el giro directo 
de dichos recursos a los correspondientes sistemas, con prioridad a los regímenes de salud y pensiones, 
conforme lo define el reglamento.

Cuando la contratación se realice con personas jurídicas, se deberá acreditar el pago, a los sistemas 
mencionados, de los aportes de sus empleados, mediante certificación expedida por el revisor fiscal, 
cuando éste exista, de acuerdo con los requerimientos de ley, o por el representante legal, durante un 
lapso equivalente al que exija el respectivo régimen de contratación para que se hubiera constituido 
la sociedad. En todo caso, el último no será inferior a los seis (6) meses anteriores a la celebración del 
contrato. En el evento de que la sociedad no tenga más de seis (6) meses de constituida, deberá acreditar 
los pagos a partir de la fecha de su constitución.

Para la presentación de ofertas por parte de personas jurídicas, es de total obligatoriedad acreditar el 
requisito señalado anteriormente. El funcionario que no deje constancia de la verificación del cumplimiento 
de este requisito, incurrirá en causal de mala conducta. De igual manera, para poder ejercer el derecho de 
movilidad de Administradora de Riesgos Profesionales (ARP) o caja de compensación, el empleador se 
debe encontrar al día con los sistemas de salud y pensiones.4

Por tanto, será causal de terminación unilateral de los contratos que celebren las entidades públicas con 
personas jurídicas particulares, cuando se compruebe la evasión en el pago total o parcial de aportes por 
parte del contratista durante la ejecución del contrato frente a los sistemas de salud, pensiones, riesgos 
profesionales y aportes al SENA, ICBF y cajas de compensación familiar.

De otra parte, para realizar inscripción, modificación, actualización o renovación del Registro Único de 
Proponentes (RUP), las cámaras de comercio deberán exigir prueba del cumplimiento de las obligaciones 
parafiscales. Las personas jurídicas probarán su cumplimiento mediante certificación expedida por el 
revisor fiscal o, en su defecto, por el representante legal; las personas naturales, mediante declaración 
juramentada. En caso de que la información no corresponda a la realidad, el Ministerio de la Protección 

4	  	 Las autoridades de impuestos deberán disponer lo pertinente a efectos de que dentro de la declaración de renta que 
deba ser presentada, a partir del año 2003, se establezca un renglón que discrimine los pagos al sistema de seguridad 
social en salud, pensiones, riesgos profesionales y aportes al SENA, ICBF y cajas de compensación.
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Social o la Superintendencia Nacional de Salud impondrá una multa de diez (10) a treinta (30) SMMLV 
al revisor fiscal o representante legal firmante, sin perjuicio del pago que deban hacer por los aportes que 
adeuden. En lo que respecta al Sistema General de Seguridad Social en Salud será, el valor de la multa 
destinado a la subcuenta de Solidaridad del Fondo de Solidaridad y Garantía (Fosyga).

Decreto 1703 de 2002

En procesos de contratación con el Estado, en caso de que el adjudicatario del presente proceso de selección 
sea una persona natural, deberá dar cumplimiento a lo señalado en el artículo 23, de este decreto que 
refiere: 

Para efectos de lo establecido en el artículo 271 de la ley 100 de 1993, en los contratos donde esté 
involucrada la ejecución de un servicio por una persona natural a favor de una persona natural o 
jurídica o de derecho público o privado, tales como contratos de obra, de arrendamiento de servicios, 
de prestación de servicios, consultoría, asesoría, cuya duración sea superior a tres (3) meses, la parte 
ofertante deberá verificar la afiliación y pago de aportes al Sistema General de Seguridad Social en 
Salud.

Entonces:

En el evento en que el ingreso base de cotización (IBC) no corresponda con el valor mensualizado del 
contrato, siempre que estén pactados pagos mensuales, el contratante deberá requerir al contratista 
para que justifique la diferencia. Si esta diferencia no tiene justificación válida, deberá descontar del 
pago de un (1) mes, lo que falte para completar el equivalente a la cotización del doce punto cinco 
por ciento (12,5%),5 sobre el cuarenta por ciento (40%) del valor bruto del contrato, dividido por el 
tiempo de duración del mismo, en periodos mensuales, para lo cual se entiende que el 60% restante 
corresponde a los costos imputables al desarrollo de la actividad contratada.

5 		  Según el artículo 10 de la ley 1122 de 2007, la cotización al régimen contributivo de salud será, a partir del primero 
(1) de enero del año 2007, del 12,5% del ingreso o salario base de cotización, el cual no podrá ser inferior al salario 
mínimo. la cotización a cargo del empleador será del 8,5% y a cargo del empleado del 4%.
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Lo anterior se constituye en una obligación contractual y su cumplimiento deberá ser vigilado por el 
interventor y/o supervisor del contrato, según corresponda.  

Ley 678 de 2001

Se reglamenta la determinación de responsabilidad patrimonial de los agentes del Estado a través del 
ejercicio de la acción de repetición o de llamamiento en garantía con fines de repetición. La acción 
de repetición es una acción civil de carácter patrimonial que deberá ejercerse en contra del servidor o 
ex servidor público que, como consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa, haya dado 
reconocimiento indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de una condena, conciliación u otra 
forma de terminación de un conflicto. La misma acción se ejercitará contra el particular que, investido de 
una función pública haya ocasionado, en forma dolosa o gravemente culposa, la reparación patrimonial.

No obstante, en los términos de esta ley, el servidor o ex servidor público o el particular investido de 
funciones públicas, podrá ser llamado en garantía dentro del proceso de responsabilidad contra la entidad 
pública, con los mismos fines de la acción de repetición.

Para efectos de repetición, el contratista, el interventor, el consultor y el asesor se consideran particulares 
que cumplen funciones públicas en todo lo concerniente a la celebración, ejecución y liquidación de los 
contratos que celebren con las entidades estatales; por tanto, estarán sujetos a lo contemplado en esta 
ley.

Para la recuperación del lucro cesante determinado por las contralorías en los fallos que le pongan fin a 
los procesos de responsabilidad fiscal, se acudirá al procedimiento establecido en la presente ley para el 
ejercicio de la acción de repetición.

En materia contractual, el acto de la delegación no exime de responsabilidad legal en materia de acción de 
repetición o llamamiento en garantía al delegante, el cual podrá ser llamado a responder, de conformidad 
con lo dispuesto en esta ley, solidariamente junto con el delegatario.
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Ley 716 de 2001

La ley 716 de 2001 expide normas para el saneamiento de la información contable en el sector público y 
se dictan disposiciones en materia tributaria y otras disposiciones. Refiere sobre la obligatoriedad de los 
entes del sector público de adelantar las gestiones administrativas necesarias para depurar la información 
contable, de manera que en los estados financieros se revele, de manera fidedigna, la realidad económica, 
financiera y patrimonial de las entidades públicas. 

Cada entidad deberá publicar semestralmente un boletín, en medios impresos o magnéticos, que contenga 
la relación de todos los deudores morosos que no tengan acuerdo de pago vigente, de conformidad con 
las normas establecidas para el efecto. Las personas que aparezcan relacionadas en el Boletín de deudores 
morosos no podrán celebrar contratos con el Estado, ni tomar posesión de cargos públicos, hasta tanto 
no demuestran la cancelación de la totalidad de las obligaciones contraídas con el Estado o acrediten la 
vigencia de un acuerdo de pago. La vigilancia del cumplimiento de lo aquí estipulado estará a cargo de la 
Contraloría General de la República (CGR). 

Ley 610 de 2000

La ley 610 de 2000 instituye el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal6 de competencia de las 
contralorías; para el caso, son de relevancia los siguientes apartes.

El Boletín de Responsables Fiscales, citado en el artículo 60, contendrá los nombres de las personas 
naturales o jurídicas a quienes se les haya dictado fallo con responsabilidad fiscal en firme y ejecutoriado 
y no hayan satisfecho la obligación contenida en él. Dicho boletín lo expedirá trimestralmente la CGR.

Para efecto de lo anterior, las contralorías territoriales deberán informar a la CGR, la relación de las 
personas a quienes se les haya dictado fallo con responsabilidad fiscal, así como de las que hubieren 
acreditado el pago correspondiente, de los fallos que hubieren sido anulados por la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo y de las revocaciones directas que hayan proferido. Lo anterior, con el fin de 
incluir o retirar sus nombres del boletín, según el caso. El incumplimiento de esta obligación será causal 

6	  	 El artículo 1 de esta ley la define como: “Conjunto de actuaciones administrativas adelantadas por las Contralorías 
con el fin de determinar y establecer la responsabilidad de los servidores públicos y de los particulares, cuando en el 
ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de ésta, causen por acción u omisión y en forma dolosa o culposa un daño al 
patrimonio del Estado”.
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de mala conducta (ver Código Disciplinario Único, ley 734 de 2002). 

Tanto los representantes legales, como los nominadores y demás funcionarios competentes, deberán 
abstenerse de nombrar, dar posesión o celebrar cualquier tipo de contrato con quienes aparezcan en el 
boletín de responsables. Para cumplir con esta obligación, en el evento de no contar con esta publicación, 
los servidores públicos consultarán a la CGR sobre la inclusión de los funcionarios o contratistas en el 
boletín. 

Así mismo, cuando en un proceso de responsabilidad fiscal, un contratista sea declarado responsable, 
las contralorías solicitarán a la autoridad administrativa correspondiente que declare la caducidad del 
contrato, siempre que no haya expirado el plazo para su ejecución y no se encuentre liquidado (Ver 
artículo 61). 

Resolución 5149 de 2000

 La resolución 5149 de 2000 organiza las consideraciones para el procedimiento de expedición del Boletín 
de Responsables Fiscales en la Contraloría General de la República. En consecuencia, fija lo siguiente:

El boletín sobre fallos con responsabilidad fiscal debidamente ejecutoriados, deberá ser publicado 
dentro del mes siguiente al vencimiento de cada trimestre calendario en el Diario Oficial. Con este 
trámite se surtirá la comunicación del mismo a los encargados de su observancia.

Para la suficiente divulgación nacional, la Contraloría Delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y 
Jurisdicción Coactiva, en asocio con la Oficina de Comunicaciones y Publicaciones, por lo menos dos (2) 
veces al año –semestre vencido– publicarán el boletín en un periódico de amplia circulación nacional.

Las contralorías territoriales y las dependencias de la Contraloría General de la República a nivel 
departamental, deberán reportar a la Contraloría Delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y 
Jurisdicción Coactiva de la CGR, dentro de los cinco (5) primeros días hábiles de cada mes, los fallos 
con responsabilidad fiscal, debidamente ejecutoriados para su consolidación. Estae información facilitará 
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la elaboración del Boletín de Responsables Fiscales.7 Ello no obsta, para que las diferentes entidades 
fiscalizadoras informen permanentemente a la Contraloría Delegada acerca de la ejecutoria de los fallos 
proferidos, para proceder a su incorporación o exclusión, según sea el caso.

A partir de esta información, la Contraloría Delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción 
Coactiva, expedirá el Certificado de Antecedentes Fiscales a cualquier persona natural o jurídica que lo 
solicitare, previo el diligenciamiento del formato correspondiente, anexando la fotocopia de la cédula de 
ciudadanía o del Número de Identificación Tributaria (NIT) correspondiente. La entidad dispondrá de 
ocho (8) días hábiles para su expedición y entrega.

Ley 962 de 2005

Por medio de la ley 962 de 2005 se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos 
administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen funciones 
públicas o prestan servicios públicos. Extiende su dictamen a la utilización del correo para el envío de 
información, supresión de sellos,8 la presunción de validez de firmas de los particulares y el uso de la 
factura electrónica. 

Las entidades de la administración pública deberán facilitar la recepción y el envío de documentos, 
propuestas o solicitudes, y sus respectivas respuestas, por medio de correo certificado y por correo 
electrónico. Como norma aplicada a la contratación, favorece procedimientos, con eficiencia y eficacia 
de la administración pública, para adquirir documentos necesarios que son requeridos en estos procesos 
por parte de los ciudadanos. Además se fortalece el principio de la buena fe. 

Por otra parte, el artículo 19, “Supresión de las cuentas de cobro”, refiere que: 

“…para el pago de las obligaciones contractuales contraídas por las entidades públicas, o las privadas 

7	  	 Esta información deberá contener: número del fallo y fecha; nombres y apellidos completos del responsable fiscal 
reportado, número de cédula de ciudadanía; nombre de la entidad pública afectada; y cuantía del fallo.

8 		  La presente supresión de sellos no se aplica a los productos que requieren registro sanitario, cuando las normas lo 
exijan como obligatorio, y a los sellos establecidos con base en los acuerdos y tratados internacionales de naturaleza 
comercial suscritos por Colombia. 
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que cumplan funciones públicas o administren recursos públicos, no se requerirá de la presentación de 
cuentas de cobro por parte del contratista…”. 

Así mismo:

…las órdenes de compra de elementos o las de prestación de servicios, que se encuentren acompañadas 
de la oferta o cotización presentada por el oferente y aceptada por el funcionario competente, no 
requerirán de la firma de aceptación del proponente. Lo anterior, sin perjuicio de la obligación de la 
expedición de la factura o cualquier otro documento equivalente cuando los Tratados Internacionales 
o las leyes así lo exijan.

El artículo 14 de esta norma, “solicitud oficiosa por parte de las entidades públicas”, reza:

“Cuando las entidades de la Administración Pública requieran comprobar la existencia de alguna 
circunstancia necesaria para la solución de un procedimiento o petición de los particulares, que obre 
en otra entidad pública, procederán a solicitar a la entidad el envío de dicha información. En tal 
caso, la carga de la prueba no corresponderá al usuario. 

 Seráa permitido el intercambio de información entre distintas entidades oficiales, en aplicación del 
principio de colaboración. El envío de la información por fax o cualquier otro medio de transmisión 
electrónica, proveniente de una entidad pública, prestará mérito suficiente y servirá de prueba en la 
actuación de que se trate siempre y cuando se encuentre debidamente certificado digitalmente por la 
entidad que lo expide y haya sido solicitado por el funcionario superior de aquel a quien se atribuya 
el trámite.

Cuando una entidad pública requiera información de otra entidad de la Administración Pública, 
ésta dará prioridad a la atención de dichas peticiones, debiendo resolverlas en un término no mayor 
de diez (10) días, para lo cual deben proceder a establecer sistemas telemáticos compatibles que 
permitan integrar y compartir información de uso frecuente por otras autoridades. 
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De esta manera, se agilizan y optimizan recursos de los procesos de conveniencia documental para 
cualquier entidad del Estado. 

En cuanto a los cobros no autorizados, que motiva el artículo 16: 

…ningún organismo o entidad de la Administración Pública Nacional podrá cobrar, por la realización 
de sus funciones, valor alguno por concepto de tasas, contribuciones, formularios o precio de servicios 
que no estén expresamente autorizados mediante norma con fuerza de ley o mediante norma expedida 
por autoridad competente, que determine los recursos con los cuales contará la entidad u organismo 
para cumplir su objeto. 

Por lo anterior, los documentos como antecedentes disciplinarios y de responsabilidad fiscal se podrán 
consultar e imprimir de la Web de la entidad competente, sin ningún costo para el particular. 

Decreto 1137 de 1999

Por el decreto 1137 de 1999 se organiza el Sistema Administrativo de Bienestar Familiar, se reestructura 
el ICBF y se dictan otras disposiciones. En su artículo 19, reglamenta la celebración de contratos del 
ICBF con entidades privadas, sin ánimo de lucro, con y de reconocida idoneidad, con el fin de impulsar 
programas y actividades propias de su objeto, en los términos y las condiciones en que lo señala el 
artículo 355 de la Constitución Política de Colombia (CPC).9 La realización de procesos de contratación 
de las entidades estatales con otros pares o de carácter privado, para el caso del ICBF está reglamentado, 

9	  	 Ninguna de las ramas u órganos del Poder Público podrá decretar auxilios o donaciones en favor de personas natu-
rales o jurídicas de derecho privado. El gobierno, en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal podrá, 
con recursos de los respectivos presupuestos, celebrar contratos con entidades privadas sin ánimo de lucro y de re-
conocida idoneidad, con el fin de impulsar programas y actividades de interés público acordes con el Plan Nacional de 
Desarrollo y con los planes seccionales. El gobierno nacional reglamentará la materia.
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en la ley 7 de 1979.10

Ley 550 de 1999

La ley 550 de 1999 establece un régimen que promueva y facilite la reactivación empresarial y la 
reestructuración de los entes territoriales para asegurar la función social de las empresas y lograr el 
desarrollo armónico de las regiones. La presente ley es aplicable a toda empresa que opere de manera 
permanente en el territorio nacional, realizada por cualquier clase de persona jurídica, nacional o 
extranjera, de carácter privado, público o de economía mixta.

La actividad empresarial deberá corresponder a actos y operaciones previstos en los artículos 20 del Código 
de Comercio, 5 de la ley 256 de 199611, 11 del estatuto orgánico del sistema financiero12, y en el artículo 

10	  	 “Por la cual se dictan normas para la protección de la niñez, se establece el Sistema Nacional de Bienestar Familiar, 
se reorganiza el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones”. Precisamente, una de las 
funciones del ICBF es la protección y bienestar de la niñez colombiana y de su entorno; por eso se apoya en el conteni-
do del decreto 2388 de 1979 que reglamenta con base en las leyes 75 de 1968, 27 de 1974 y 7 de 1979, la protección de 
la niñez colombiana. Dicha información es utilizada dentro del marco legal cuando se justifican programas y proyectos 
en pro de su defensa y bienestar. 

11		  Por la cual se dictan normas sobre competencia desleal. En su artículo 5 refiere: “Las prestaciones mercantiles 
pueden consistir en actos y operaciones de los participantes en el mercado, relacionados con la entrega de bienes y 
mercancías, la prestación de servicios o el cumplimiento de hechos positivos o negativos, susceptibles de apreciación 
pecuniaria, que se constituyen en la actividad concreta y efectiva para el cumplimiento de un deber jurídico”.

12		   El decreto 663 de 1993 actualiza el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y modifica su titulación y numeración. 
“Se entenderá por empresa toda actividad económica organizada para la producción, transformación, circulación, ad-
ministración de bienes, o para la prestación de servicios, independiente de la forma de organización que adopte, de 
la calidad o no del comerciante de quien la desarrolle o de que los actos que se realicen sean o no catalogados como 
mercantiles…se exceptúan las instituciones sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria”.
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segundo, literal b), de la ley 527 de 1999.13

Decreto 1112 de 1996

En el decreto 1112 de 1996, por el cual se crea el Sistema Nacional de Información sobre medidas de 
normalización y procedimientos de la conformidad, se dictan normas para armonizar la expedición de 
reglamentos técnicos y se cumplen algunos compromisos internacionales adquiridos por Colombia. 

Todo reglamento técnico, así como los productos o servicios comprendidos en él, deberán abarcar 
los siguientes aspectos: definiciones, condiciones generales, requisitos, envase, empaque y rotulado 
o etiquetado, procedimientos para verificar el cumplimiento de los requisitos, inspección, vigilancia, 
control, medidas de seguridad o preventivas, certificación o registros, partida arancelaria y régimen 
sancionatorio. La expedición de estos reglamentos técnicos se podrá hacer mediante una Norma Técnica 
Colombiana Oficial Obligatoria (NTCOO). 

En algunas oportunidades, por amenaza o presentarse problemas urgentes de seguridad, sanidad, 
protección del medio ambiente o seguridad nacional, se podrán expedir este tipo de reglamentos con 
carácter de emergencia. Dichos reglamentos técnicos se podrán basar en una Norma Técnica Colombiana 
(NTC) o, en su defecto, en una Norma Técnica Internacional (NTI) emitida por un organismo reconocido, 
en caso de no existir NTCOO. 

Decreto 2923 de 1994

Esta normativa, fl decreto 2923 de 1994 fija las cuantías mínimas de la Garantía Única en los contratos 

13		   Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los mensajes de datos, del comercio electrónico y de 
las firmas digitales, y se establecen las entidades de certificación y se dictan otras disposiciones. Este artículo se refiere 
al comercio electrónico, y abarca las cuestiones suscitadas por toda relación de índole comercial, sea o no contractual, 
estructurada a partir de la utilización de uno o más mensajes de datos o de cualquier otro medio similar. Las relaciones 
de índole comercial comprenden, sin limitarse a ellas, las siguientes operaciones: toda operación comercial de sumi-
nistro o intercambio de bienes o servicios; todo acuerdo de distribución; toda operación de representación o mandato 
comercial; todo tipo de operaciones financieras, bursátiles y de seguros; de construcción de obras; de consultoría; de 
ingeniería; de concesión de licencias; todo acuerdo de concesión o explotación de un servicio público; de empresa con-
junta y otras formas de cooperación industrial o comercial; de transporte de mercancías o de pasajeros por vía aérea, 
marítima y férrea, o por carretera.
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de aportes14 que celebra el ICBF. De acuerdo con lo señalado por la ley 7 de 1979, numeral 9 del artículo 
21;15 decreto 2388 de 1979 (artículo 127)16 y, en concordancia con lo dispuesto por el artículo 32 de la 
ley 80 de 1993 (de los contratos estatales), está debidamente facultado para celebrar contratos de aporte 
con entidades sin ánimo de lucro. En razón a lo anterior, se establecieron unas coberturas inferiores a los 
mínimos previstos por el artículo 17 del decreto 679 de 1994 (ver numeral 4.10 de este capítulo), para las 
garantías únicas que respalden el cumplimiento de este tipo de contratos.

Cuadro 13. Cuantías mínimas en las garantías únicas para los contratos de aporte con el ICBF

Tipo de amparo Equivalencia Observación

Por anticipo o pago anticipado

Treinta por ciento (30%) del 
monto que el contratista reciba 
a título de anticipo o pago 
anticipado

Este anticipo puede ser representado en 
dinero o en especie para la ejecución 
del contrato

De cumplimiento Tres por ciento (3%) del valor 
total del contrato

No será inferior al monto de la cláusula 
penal pecuniaria

Salarios, prestaciones sociales 
e indemnizaciones Dos por ciento (2%) del valor 

total del contrato

Fuente: Adaptado por el autor a partir de la norma.

El no pago de las multas aquí señaladas inhabilitará a la persona natural o jurídica a contratar con el 

14		  Este tipo de contrato guarda toda la estructura de un contrato estatal y se celebran exclusivamente para la prestación 
del servicio público del ICBF, financiado por éste; no representa contraprestación económica para los contratistas. Ver 
decreto 2923 de 1994.

15	  	 Dentro de las funciones del ICBF está: “Celebrar contratos con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, 
nacionales o internacionales, para el manejo de sus campañas, de los establecimientos destinados a sus programas y en 
general para el desarrollo de su objetivo”.

16	  	 El ICBF podrá celebrar contratos de aporte, entendiéndose por tal, cuando el instituto se obliga a proveer a una 
institución de utilidad pública o social de los bienes (edificios, dineros, etc.) indispensables para la prestación total o 
parcial del servicio, actividad que se cumple bajo la exclusiva responsabilidad de la institución, con personal de su 
dependencia, pero de acuerdo con las normas y el control del ICBF, su vigencia será anual, pero podrá prorrogarse de 
año en año. Sólo están sujetos a las cláusulas obligatorias de todo contrato administrativo.
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Estado mientras persista tal deuda, salvo que se trate de procesos concursales y existan acuerdos de pago 
según ley 550 de 1999.17

Por eso, el gobierno nacional reglamentará los términos y las condiciones a que se deben sujetar los 
convenios de pago que celebre el ICBF, el SENA, las administradoras de riesgos profesionales (ARP) y 
las Entidades Promotoras de Salud (EPS), a efecto de evitar una desviación de recursos de la seguridad 
social y garantizar, en forma, plena su recaudo. Los acuerdos que desconozcan la reglamentación del 
gobierno no producirán efecto y se entenderán como ineficaces.18

Ley 100 de 1993

La ley 100 de 1993 crea el Sistema de Seguridad Social Integral para los colombianos y tiene por objeto 
garantizar los derechos irrenunciables de la persona y la comunidad para obtener la calidad de vida, 
acorde con la dignidad humana, mediante la protección de las contingencias que la afecten. 

Para poder garantizar estos derechos y servicios, las entidades, agremiaciones, corporaciones u otras 
sociedades de derecho privado que administran recursos de la nación o parafiscales, exigirán a sus 
afiliados que acrediten la afiliación de los trabajadores a su cargo a los organismos de seguridad social. 

Anteriormente, las personas naturales que contrataban con el Estado, en la modalidad de prestación de 
servicios, no estaban obligadas a acreditar afiliación a los sistemas de salud y pensiones previstos en esta 
ley, siempre y cuando la duración de su contrato fuera igual o inferior a tres (3) meses. Sin embargo, 
el decreto 1703 de 2002 modificó este compromiso y obliga a que una persona natural esté afiliada y 
amparada en la seguridad social integral, bajo la modalidad de cualquier tipo de contratación. 

Ahora, el pago de aportes a la Seguridad Social se realiza mediante un Sistema Integrado que se organiza 

17	  	 En ningún caso procederá el cobro de multas simultáneas con base en los mismos hechos, cuando esto ocurra se 
aplicará la más alta de las dos.

18	  	 Las entidades administradoras de pensiones, ARP, SENA, ICBF y las cajas de compensación familiar, deberán 
reportar dentro de los primeros cinco (5) días hábiles de cada mes a las cámaras de comercio de su jurisdicción, los 
proponentes que se encuentren en mora por el pago de las obligaciones parafiscales. Dicha información será publicada 
por la Cámara de Comercio a través de Confecámaras, en el boletín general sobre licitaciones y concursos que las 
entidades estatales pretendan abrir. El Ministerio de la Protección Social reglamentará los términos y las condiciones 
previstos en el presente artículo, así como lo atinente a la mora, como requisito para la publicación, que en ningún caso 
podrá exceder de (30) treinta días.
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en la Planilla Integrada de Liquidación de Aportes (PILA). Esta planilla fue reglamentada por el decreto 
3667 de 2004 y decreta que a más tardar el 1 de febrero de 2005, la autoliquidación y el pago de 
aportes al Sistema de Seguridad Social Integral y de aportes parafiscales deberán realizarse mediante 
este formulario. 

Ley 40 de 1993

En materia de contratación, la ley 40 de 1993 le otorga facultades al gobierno nacional para decretar la 
caducidad de los contratos suscritos de una empresa nacional o extranjera con entidades estatales, cuando 
algún directivo de una empresa nacional o extranjera, o su delegado, oculten o colaboren en el pago de la 
liberación de un secuestrado de un funcionario o empleado de la misma o de una de sus filiales. En caso 
de que el hecho sea cometido por un funcionario o delegado de un subcontratista de la anterior, si ésta 
es extranjera, el gobierno ordenará su inmediata expulsión del país. Los subcontratistas nacionales serán 
objeto de las sanciones previstas en la ley.

Además, el contratista nacional o extranjero que pague sumas de dinero a un extorsionista se hará acreedor 
a las sanciones previstas en el artículo 25 de la citada ley. Por eso, los contratos que celebren las entidades 
estatales colombianas con compañías extranjeras y nacionales llevarán una cláusula en la que se incluya 
lo preceptuado en este artículo. En general, esta ley adopta el estatuto nacional contra el secuestro y dicta 
otras disposiciones. 

Ley 104 de 1993

La ley 104 de 1993, presenta las ,funciones del gobierno para declarar la caducidad o decretar la liquidación 
unilateral de todo contrato celebrado, por una entidad pública, cuando el contratista incurra, con ocasión 
del contrato y en relación con los grupos descritos en el artículo 76,19 y su parágrafo, en cualquiera de las 

19	  	 Sin perjuicio de los mecanismos de control interno y de auditoría existentes, y con el fin de evitar que recursos 
públicos se destinen a la financiación de actividades subversivas o terroristas, el gobierno nacional podrá ordenar la 
auditoría de los presupuestos de las entidades territoriales y sus entidades descentralizadas, tanto en su formación como 
en su ejecución, además de la de sus estados financieros, para verificar el uso que dichos entes hagan de los recursos 
que reciban a cualquier título. La auditoría de que trata este capítulo también tendrá por objeto evitar que los recursos 
públicos se destinen a la financiación de actividades de las milicias populares rurales o urbanas, de las llamadas auto-
defensas y de organizaciones delincuenciales. 
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siguientes causales: 

Hacer, tolerar u omitir alguna cosa invocando o cediendo injustificadamente a amenazas por •	
parte de dichos grupos. 

Recibir, suministrar, administrar, intervenir, financiar, transferir, guardar, transportar, almacenar •	
o conservar dineros o bienes provenientes de o con destino a tales grupos. 

Colaborar o prestar ayuda a dichos grupos.•	

Construir, ceder, arrendar, poner a disposición, facilitar o transferir a cualquier título, bienes para •	
ser destinados a la ocultación de personas o al depósito o almacenamiento de pertenencias de 
dichos grupos o de sus miembros. 

Paralizar, suspender o disminuir notoriamente el cumplimiento de sus obligaciones contractuales •	
por atender instrucciones de dichos grupos o de sus miembros.

Incumplir el deber de denunciar hechos punibles cuya comisión haya conocido con ocasión del •	
contrato, que sean cometidos por integrantes de tales grupos.

Para efecto de lo dispuesto en el presente artículo, constituye hecho del contratista la conducta de sus 
agentes o dependientes, de la cual haya tenido conocimiento. 

Esta declaratoria de caducidad deberá proferirse, mediante resolución motivada de la entidad contratante, 
haciendo efectivas la cláusula penal y las multas contractuales a que hubiere lugar. Dicha resolución 
prestará mérito ejecutivo contra el contratista y las personas que hayan constituido las respectivas 
garantías y se hará efectiva por jurisdicción coactiva, y se sujetará a lo dispuesto en el Código Contencioso 
Administrativo. Se procederá a liquidar el contrato sin que haya lugar al pago de indemnización alguna 
a favor del contratista y, en ningún caso, la aplicación de esta cláusula podrá ser sometida a conciliación 
o a decisión arbitral.

Los contratistas a quienes les sea declarada la caducidad quedarán inhabilitados para celebrar por sí, 
o por interpuesta persona, contratos con las entidades a que se refiere el artículo 88 de la presente ley, 
en la forma prevista en el Estatuto de Contratación 222 de 1983 o en las disposiciones legales que lo 
modifiquen, sustituyan o adicionen. 

Prácticamente, esta directriz tiene por objeto dotar al Estado colombiano de instrumentos eficaces para 
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asegurar la vigencia del Estado Social y Democrático de Derecho y garantizar la plenitud de los derechos 
y las libertades fundamentales reconocidas en la CPC. 

Para respetar y hacer efectivos estos instrumentos, a través de esta medida normativa, el gobierno consagra 
unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia y la eficacia de la justicia.

Normas específicas para algunos procesos de contratación

En procesos de contratación nacional, distrital, departamental o municipal, o en contextos específicos, se 
incluyen algunas normas o tipo de acuerdos, ordenanzas y similares, que hacen parte de la reglamentación 
exigida en este tipo de eventos. 

Estas normativas aclaran actuaciones de las entidades, los servidores públicos y las obligaciones 
específicas de un contratista frente al cumplimiento contractual. 

Acuerdo 53 de 2002

Para el Distrito Capital, corresponde al contratista el pago del 1% por concepto de la estampilla 
“Universidad Distrital Francisco José de Caldas, 50 años”, originado en el contrato y sus adiciones, si 
las hubiere. 

A partir de la vigencia del presente acuerdo, todas las personas naturales o jurídicas que suscriban contratos 
con los organismos y las entidades de la administración central, establecimientos públicos del Distrito 
Capital de Bogotá y con la Universidad Distrital, deberán pagar a favor de la misma, una estampilla 
equivalente al uno por ciento (1%) del valor bruto del correspondiente contrato y de la respectiva adición, 
si la hubiere.

Acuerdo 011 de 1995

Por medio del acuerdo 011 de 1995 se expide el Reglamento General al cual se sujetarán los reglamentos 
internos de los Establecimientos Penitenciarios y Carcelarios, a cargo del Instituto Nacional Penitenciario 
y Carcelario (INPEC).
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En su capítulo V, contextualiza sobre la alimentación, las horas reglamentarias de distribución y el número 
de comidas al día, propendiendo porque sea balanceada para efectos de una adecuada nutrición.

Ley 65 de 1993

La ley 65 de 1993 reglamenta el Código Penitenciario y Carcelario. En su artículo 68 establece que:

Los alimentos deben ser de tal calidad y cantidad que aseguren la suficiente y balanceada nutrición 
de los reclusos. La alimentación deberá ser suministrada en buenas condiciones de higiene y 
presentación. La prescripción médica, la naturaleza del trabajo, el clima y hasta donde sea posible 
las convicciones del interno se tendrán en cuenta para casos especiales de alimentación.

Esta normativa ha llevado a que el pliego de condiciones, en su componente técnico, para la contratación 
de la alimentación dirigida a internos de establecimientos penitenciarios y carcelarios, tengan unos 
atributos expresados en porciones adecuadas a sus necesidades nutricionales, adaptadas a su condición 
fisiopatológica individual y hábitos alimentarios por la región en donde están ubicados. 

Manuales de contratación

Los manuales de contratación internos de las instituciones públicas tienen una gran importancia porque 
recogen toda la normatividad colombiana en materia de contratación, la traduce y valida en procedimientos 
organizados que deben cumplir las personas encargadas y responsables de los diferentes procesos de 
compra y adquisición de bienes y servicios. 

Un manual de contratación es una herramienta que unifica y facilita la aplicación de las normas y 
los procedimientos en la contratación administrativa optimizando, de esta manera, los recursos de la 
institución por el apoyo que le presta a la gestión contractual. Es una guía al interior de la entidad, que 
tiene por objeto la adopción de unas reglas de juego gerencial dentro de los principios que regulan la 
actuación administrativa, determinados en la ley 80 de 1993. 
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Entre sus propósitos esta el fijar directrices y estándares para simplificar y homogenizar las acciones 
que se desarrollan en las diferentes etapas del proceso contractual y en la celebración de los 
contratos que se necesitan en una entidad para el cumplimiento de las funciones, metas y objetivos 
institucionales.20 

Dentro de su contenido se fijan las estipulaciones de los contratos estatales basados en los mandatos de 
la buena fe, la igualdad y el equilibrio entre prestaciones y derechos que caracteriza a los contratos (ver 
artículo 28 de la ley 80 de 1993 y artículos 13 y 83 de la CPC).

Plataforma jurídica de los manuales de contratación

Desde lo normativo, el artículo 89 del decreto 2474 de 2008, en cuanto al manual de contratación refiere 
que: 

Las entidades estatales sometidas al Estatuto General de Contratación deberán contar con un manual 
de contratación, en el que se señalen los procedimientos internos, los funcionarios intervinientes, y 
todos los asuntos propios de la realización de los procesos de selección, así como de la vigilancia y 
control de la ejecución contractual, en los términos establecidos en el presente decreto.

Frente a los procedimientos internos, la ley 87 de 1993 en su artículo 1, parágrafo único, dictamina que 
el control interno se cumplirá mediante la elaboración y aplicación, entre otros, de técnica de dirección, 
verificación y evaluación, y manuales de procedimientos.

Por otra parte, el decreto 1537 de 2001 –reglamentado por el Departamento Administrativo de la Función 
Pública, en su artículo 2– refiere que las organizaciones públicas deben elaborar, adoptar y aplicar manuales 
a través de los cuales se documentarán y formalizarán los procedimientos a partir de la identificación de 

20		   Tomado de la resolución 910 de 2006. Secretaría de Gobierno de Bogotá.
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los procesos institucionales; este instrumento garantizará el cumplimiento del control Interno.

Estos procedimientos muestran la manera como se instrumentará, día a día, la política de la organización, 
en cuanto a calidad, en áreas y actividades específicas. La organización de este documento se consagrara 
en un manual de procedimientos, que constituye una guía práctica sobre cómo llevar a cabo las cosas 
para todos los empleados. 

Este documento obedece al propósito de estandarizar y aclarar métodos de trabajo, para disminuir 
las posibilidades de error y la dispersión de resultados que ocurren, cuando la ejecución de los 
procedimientos depende, básicamente, de los criterios personales de quien los lleva a cabo.21

Prácticamente, un manual de contratación es un manual de calidad y, a la vez, unao de las herramientas 
procedimentales y documentales específicas para el ejercicio de la contratación. Según la norma ISO 
8402, este documento se puede referir a la totalidad de las actividades de una organización o únicamente 
a una parte de ellas. El título y el alcance del manual reflejan el campo de aplicación. Normalmente, un 
manual de calidad contendrá los siguientes aspectos, o al menos se referirá a ellos: política de calidad; 
responsabilidades; autoridad e interrelaciones del personal que dirige, efectúa, verifica o revisa el trabajo 
que afecta la calidad; el sistema de calidad, los procedimientos y las instrucciones; disposiciones para 
revisar, actualizar y controlar el manual. 

Por estas razones, estos documentos se articulan dentro del decreto 4110 de 2004, el cual reglamenta la 
Norma Técnica de Calidad en la Gestión Publica (NTCGP) 1000:2004. En ésta se desarrollan unas reglas 
taxativas frente a la organización del proceso de adquisición de bienes y servicios.

En su numeral 7.4.1, dictamina que la entidad debe asegurarse de que el producto y/o servicio adquirido 
cumple con los requisitos especificados en los pliegos de condiciones, términos de referencia o en las 
disposiciones aplicables. El tipo y alcance del control aplicado al proveedor y al producto y/o servicio 
adquirido debe depender de su impacto sobre:

a. La realización del producto y/o prestación del servicio, o

21	  	 León-Gómez, M. (1987). Auditoría y control fiscal. Bogotá: ESAP. p.86. 
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b. El producto final y/o servicio final. 

Desde esta perspectiva, la entidad debe evaluar y seleccionar a los proveedores con base en una 
selección objetiva y en función de su capacidad para suministrar productos y/o servicios, de acuerdo con 
los requisitos definidos previamente por la entidad. Deben establecerse los criterios para la selección, 
evaluación y reevaluación de los proveedores. Deben mantenerse los registros de los resultados de las 
evaluaciones y de cualquier acción necesaria derivada de éstas. 

En su numeral 7.4.2., define, cuando sea necesario, la información para dicha adquisición, como los 
requisitos para la aprobación del producto y/o servicio, procedimientos, procesos y equipos; la calificación 
del personal y los requisitos del sistema de gestión de la calidad. Estas condiciones deben ser precisas y 
estudiadas antes de ser comunicadas al proveedor. 

Por otra parte, el numeral 7.4.3. manifiesta la importancia de la verificación de los productos y/o servicios 
adquiridos. Dentro de su texto, sugiere que la entidad debe establecer e implementar la inspección u 
otras actividades necesarias para asegurarse de que el producto y/o servicio adquirido cumple con lo 
especificado en los pliegos de condiciones, términos de referencia o en las disposiciones aplicables.

Cuando la entidad o su cliente quieran llevar a cabo la verificación en las instalaciones del proveedor, 
deben establecer en los pliegos de condiciones, términos de referencia o en las disposiciones aplicables, 
las especificaciones para la verificación pretendida y el método para la aceptación del producto y/o 
servicio. 

Otras normativas que se acercan a la normalización de procesos y construcción de manuales de esta 
categoría, son la ley 489 de 1998 (reglamentado por el decreto nacional 3622 de 2005) y decreto nacional 
2740 de 2001. El primero estipula el Sistema de Desarrollo Administrativo en las instituciones públicas 
y lo considera como un conjunto de políticas, estrategias, metodologías, técnicas y mecanismos de 
carácter administrativo y organizacional para la gestión y el manejo de los recursos humanos, técnicos, 
materiales, físicos y financieros de las entidades de la administración pública, orientado a fortalecer la 
capacidad administrativa y el desempeño institucional. Mientras que el decreto 2740 de 2001, acuerda la 
racionalización de trámites, métodos y procedimientos de trabajo, mediante programas de mejoramiento 
continuo de las entidades en las áreas de gestión –en particular en las de recursos humanos, financieros, 
materiales, físicos y tecnológicos–, así como el desempeño de las funciones de planeación, organización, 
dirección y control.  

Desde este compilado normativo se reglan todas las estrategias orientadas a fortalecer los sistemas de 
información propios de la gestión pública para la toma de decisiones. Así mismo, orienta el diseño de 
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mecanismos, procedimientos y soportes administrativos para fortalecer la participación ciudadana, en 
general, y de la población usuaria en el proceso de toma de decisiones, en la fiscalización y el óptimo 
funcionamiento de los servicios.

Organización de un manual de contratación

La organización de este documento está enmarcada en las políticas de organización interna de las 
instituciones a partir del control interno, las normativas en la materia y los sistemas de gestión de la 
calidad. 

El insumo básico que se requiere para su construcción es el Plan Anual de de Contratación de Bienes y 
Servicios. En éste se describe la programación de adquisición de bienes y servicios requeridos para el 
logro de los objetivos y las metas institucionales y para el buen funcionamiento de la entidad durante una 
vigencia fiscal. Así mismo, proyecta un gasto financiero a través del presupuesto aprobado y organizado 
para dicha vigencia. Otras herramientas que facilitan el desarrollo de este manual son la plataforma 
estratégica para la contratación y el plan de desarrollo o de gestión institucional. 

A manera de ejemplo, a continuación se mencionan algunos aspectos generales que hacen parte de su 
contenido, porque cada entidad pública, privada o de economía mixta, los construye de acuerdo con su 
identidad corporativa y plataforma estratégica. 

Cuadro 14. Contenido de los manuales de contratación

	 Componente Característica

Presentación

Es la introducción del proceso que se desarrolla con este 
documento. Lo importante es organizar y cumplir con rigurosidad 
sus componentes. En este ítem, la empresa pública refiere la 
justificación del manual y las actividades contractuales.

Objetivo

Por lo general, se organiza un objetivo general que manifiesta 
la meta a desarrollar cuando se cumpla con los procedimientos 
normados en el manual. 

Alcance

Manifiesta los límites de operacionalización que tiene este 
documento; por ejemplo, la cuantía máxima a contratar por parte 
de la entidad contratante y el tipo de contratos que se manejan y 
las modalidades de selección de un contratista.
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Marco legal y conceptual

Estructura la normatividad, los principios y el régimen de 
contratación que aplican a la institución, como son el Estatuto 
General de la Contratación Administrativa (ley 80 de 1993), sus 
decretos reglamentarios y todas las disposiciones vigentes sobre 
la materia, actualmente la ley 1150 de 2007 y el decreto 2474 de 
2008; así como los acuerdos internos y de manejo procedimental. 

Glosario o terminología técnica

Algunos manuales de contratación pueden incluir este aparte 
en el cual se relacionan los términos técnicos aplicables a este 
documento. Tiene como intención fortalecer la comprensión del 
texto en referencia.

Representación legal

Presenta los niveles de responsabilidad, competencia y 
delegación para la contratación de bienes y servicios, en el 
marco de la organización administrativa de la entidad, como las 
facultades del ordenador del gasto. 

Capacidad para contratar

Se organizan una serie de disposiciones generales frente a las 
normas aplicables al contrato, el plan de compras, el comité de 
compras y contratación y las fuentes de información disponibles 
para los interesados. 

Información a particulares y/o 
contratistas

Informa las condiciones de capacidad de los contratistas, 
inhabilidades, incompatibilidades para la contratación con 
recursos públicos y el SICE; así como los documentos que deben 
demostrar la existencia y representación legal. Se determina el 
alcance de la contratación con persona natural, jurídica, nacional 
y/o extranjero. 

Procedimientos de contratación 

En síntesis, concretiza los requisitos básicos o generales y 
actividades que tiene la institución para la formulación de 
necesidades de compra y contratación de servicios, como los 
documentos soporte, para las modalidades de selección de un 
contratista (licitación pública, concurso de meritos, contratación 
directa, etc.).

Tipos de contrato

Menciona los tipos de contrato que la institución opera con 
regularidad por el tipo de actividad económica que cumple y las 
cuantías que maneja. Por ejemplo, de servicios profesionales, de 
obra, consultoría, de suministro, interadministrativos, de seguro, 
entre otros. En este aspecto, las entidades cuentan con minutas de 
contrato de ejemplo, en las cuales se aprecian sus componentes 
y las obligaciones generales entre las partes, contratante 
(institución) y contratista (particular).
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Etapas de la contratación

Organiza de acuerdo a los procedimientos, en esta temática, 
las diferentes etapas planeadas para el proceso de contratación 
de bienes y servicios, entre las cuales se pueden mencionar las 
etapas:

De planeación•	
Pre-contractual•	
Contractual•	
Pos-contractual •	
Liquidación de contratos. •	

Algunas entidades resumen el proceso de contratación en las 
siguientes etapas:

Pre-contractual o de planeación•	
Contractual•	
Pos-contractual (en ésta incluyen la liquidación de •	
contratos)

Independientemente de cuál fuere la organización, este proceso 
incluye todas las fases programáticas que la entidad considere 
convenientes para lograr el éxito de la contratación, bajo el 
esquema normativo planteado inicialmente. 

Etapa de plantación o previa

Bajo lo determinado por el plan de compras institucional, se 
inicia el estudio de adquisición de un bien o servicio, para lo 
cual se requiere de los permisos respectivos de la oficina de 
contratación y de presupuesto, para luego organizar el comité de 
contratación que será el responsable del proceso.

Etapa precontractual

Se proyectan los estudios previos y la modalidad de selección, 
así como el cronograma de trabajo a seguir por la institución y 
los interesados en el proceso. El comité de contratación elabora 
los pliegos de condiciones y realiza su publicación en el portal 
institucional de contratación a la vista, para finalizar en la 
organización de los documentos específicos que darán inicio 
al proceso formal del proceso de selección escogido. Se hace 
énfasis en las garantías y los riesgos previsibles que puede tener 
un contrato. 

Etapa contractual
Prácticamente se resume en la adjudicación del proponente y 
el perfeccionamiento, legalización y firma del contrato entre 
las partes. Se amplía el clausulado del contrato en términos de 
multas, sanciones, caducidad, entre otros aspectos. 

Etapa poscontractual

En esta etapa se desarrollan las actividades de supervisión y 
vigilancia del contrato, que se puede ejecutar por medio de 
un supervisor o interventor de la institución contratante o por 
intermedio de un interventor contratado. En ocasiones, se 
despliega un documento anexo como manual de interventoría que 
amplía las actuaciones de las partes en materia de supervisión de 
contratos.
También se explican situaciones en las que es necesaria la 
modificación a alguna cláusula o la adición en tiempo o en 
presupuesto del contrato inicial. 
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Etapa de liquidación de 
contratos

Es el cierre jurídico del proceso. En ella se realiza la liquidación 
de los contratos entre las partes intervinientes (entre los cuales 
se cuenta con el interventor o supervisor del contrato), como 
inicialmente se pactó en el contrato. Menciona los documentos 
necesarios que debe cumplir el contratista y la institución para 
finiquitar la relación contractual. 

Condiciones de responsabilidad de 
la entidad

Se contextualiza la responsabilidad civil, disciplinaria, penal, 
fiscal entre las partes durante todo el proceso de contratación 
de un bien y/o servicio. De igual manera, se considera el 
seguimiento de la oficina de control interno durante cada etapa 
del proceso. En algunas instituciones, tiene un valor importante el 
comportamiento ético desde los principios de la ley 80 de 1993, 
así como las consideraciones del Código Disciplinario Único.

Fuente: Adaptado y organizado por el autor a partir de varias fuentes.

Es importante aclarar que las entidades públicas y aquellas de economía mixta, deben, de forma 
obligatoria, ceñirse a los preceptos normativos públicos para elaborar dicho documento y seguir con 
rigor lo consagrado en el Estatuto de contratación, su reforma y los decretos reglamentarios ligados a esta 
temática. Mientras que la empresa privada, puede tomar como base proyectiva el articulado público para 
organizar sus manuales y procesos, pero tienen plena libertad jurídica para establecer sus modalidades de 
contratación con terceros bajo su responsabilidad.  

proceso de contratación

A mi modo de ver, un manual de contratación es el documento de inicio para entender la ruta lógica de 
un proceso de contratación y facilitar programáticamente la organización de un proyecto para la compra 
o adquisición de bienes y servicios. Desde la visión de proyecto, e insertando la definición en el contexto 
de la alimentación y nutrición, el proceso de contratación:

Es la unidad operativa del desarrollo y se expresa como medio para la solución de problemas, para 
atender necesidades sentidas de la población, como mecanismos para la gestión y asignación de 
recursos, para la coordinación de acciones interinstitucionales en actividades de interés común 
y como instrumento de control de gestión que permita verificar la eficacia social de los planes y 
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programas.22

En consecuencia, el proceso de contratación se expresa como un proyecto que cuenta con una formulación 
y un seguimiento durante sus fases. Tiene como punto de partida la necesidad en la consecución de un 
bien o servicio. Sin embargo, para dicha consecución es importante realizar, como fase inicial, un estudio 
de prefactibilidad23 para la adquisición o compra. 

Desde esta perspectiva –y conexo al sumario presentado en los capítulos tres y cuatro, frente a la 
normatividad que involucra un proceso de contratación pública–, los antecedentes de este ejercicio y 
la actual reforma al Estatuto de Contratación –analizada en el capitulo tres–, y para entender de forma 
simplificada esta actividad reglada constitucionalmente –desde la mirada técnica de la alimentación y 
la nutrición presentada en el primer capítulo– a continuación se presenta un trazado general que sirve 
como hilo conductor para este tipo de proyectos, así: planeación de la contratación, preliminar o previa, 
precontractual, contractual y poscontractual.

Planeación de la contratación

A partir del plan de compras y adquisiciones de una entidad, se realiza una proyección de necesidades 
durante un periodo fiscal y se estudian los presupuestos para llevar a cabo esta actividad. De igual manera, 
se eligen los responsables de esta fase de planeación. 

Preliminar o previa

En esta etapa se realiza una autorización legal, aplicable al presupuesto de la entidad, para realizar los 
estudios de prefactibilidad, posterior a evidenciar la necesidad de compra o adquisición de un bien o 

22	  	 Miranda, J. (1998). Gestión de proyectos: identificación, formulación y evaluación. Bogotá: Guadalupe Ediciones. 

23		  En este tipo de estudio se depuran en un mayor grado de detalle los aspectos de consumo, técnicos, financieros, in-
stitucionales y administrativos, aspectos generales del entorno socioeconómico del objeto de contratación. Este estudio 
conduce a definir una única alternativa, que será estudiada si se considera necesario, con mayor nivel en el estudio de 
factibilidad.
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servicio.

Precontractual

La fase precontractual se resume en el arranque de un proceso formal, mediante invitación pública a 
cotizar o presentar una oferta, dependiendo de la modalidad de contratación. En ésta el eje central es la 
hechura de los pliegos de condiciones. Dicho documento despliega las obligaciones, desde el objeto de 
contratación, que desarrollará el futuro contratista. El alcance de esta fase llega hasta la audiencia de 
adjudicación, en la que, luego de una evaluación técnica, se selecciona el particular o proponente que 
ejecutara el contrato. 

Por lo general, en esta fase, se exigen algunos documentos esenciales, los cuales son subsanables y se 
requerirán en el momento que determine la institución pública ofertante. A continuación, se relacionan los 
documentos básicos requeridos por el Estatuto general de contratación en la modalidad de contratación 
por licitación pública.  

Cuadro 15. Documentos requeridos en los procesos de contratación por licitación pública

Documentos Persona natural y 
jurídica

Carta de presentación de la oferta x

Certificación de existencia y representación legal* x

Matricula mercantil x

Certificado original y vigente del Registro Único de Proponentes (RUP) x

Certificado de pago de aportes parafiscales (caja de compensación, ICBF y 
SENA)

x

Certificado del Boletín de Deudores Morosos con el Estado expedido por la 
Contaduría General de la Nación 

x



Fundamentos de Contratación Pública para proyectos sociales en Alimentación y Nutrición

201

Declaración juramentada de no estar incurso en Responsables Fiscales con el 
Estado

x

Certificado de antecedentes disciplinarios de la empresa y el representante 
Legal expedido por la Procuraduría General de la Nación 

x

Pago de aportes a seguridad social integral (salud, pensión, riesgos profesionales) 
del representante legal

x

Declaración juramentada firmada por el representante legal, en la cual certifique 
que no se encuentra incurso en incompatibilidad o inhabilidad para contratar 
con el Estado

x

Fotocopia del Número de Identificación Tributaria (NIT) x

Fotocopia del Registro Único Tributario (RUT) x

Fotocopia cédula de ciudadanía y libreta militar del contratista o representante 
legal

x

Registro de Información Tributaria (RIT) x

Garantía de seriedad de la propuesta y el recibo de pago de la póliza x

*Este certificado sólo lo presenta la persona jurídica.
Fuente: adaptado y organizado por el autor a partir de varias fuentes.

Estos requisitos deberán integrar la oferta que presenta el proponente y otros que adicionalmente requiera 
la entidad de acuerdo con la naturaleza del contrato y el objeto de contratación. Éstos deben presentarse 
de manera organizada, foliado en original y dos (2) copias con su respectivo índice, siguiendo los 
lineamientos de los pliegos de condiciones. 

Contractual

En esta fase se desarrolla el objeto del contrato. El contratista asume las obligaciones contraídas con la 
entidad pública (contratante), haciendo uso de los recursos financieros determinados para dicho proceso, 
en la vigencia correspondiente para tal efecto, previo perfeccionamiento y legalización del contrato. 
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Poscontractual

Prácticamente, la fase poscontractual es la vigilancia y supervisión que se le realiza a un contratista 
de las obligaciones contraídas con la entidad pública. Dicha supervisión puede ser realizada por el 
contratante a través de un funcionario escogido para tal fin o se contratan los servicios de una consultoría 
externa para que realice la interventoría. DEsta actividad puede ser integral (administrativa, financiera, 
técnica, jurídica, entre otros), dependiendo del objeto contratado. Esta fase abarca hasta la liquidación 
del contrato. 

En resumen, estas fases deben cumplirse de una u otra forma en cualquier modalidad de contratación 
pública, ajustada al procedimiento normativo estipulado para dicha modalidad, al objeto contratado, a la 
cuantía y, en sí, a las obligaciones pactadas en el contrato. 

En concordancia con el rigor que nos plantean las normas esenciales de la contratación pública, ley 80 
de 1993, ley 1150 de 2007 y complementarias, se requiere a su vez, para cada contexto, complementarlas 
con dictámenes específicos que al insertarlas en el proceso de adquisición y plan de compras del Estado 
le asegura el cumplimiento de la transparencia y otros principios contemplados estatutariamente. 

Por dichas razones, el proceso organizado de la contratación debe contener unas fases y en cada una de 
ellas la implementación de criterios normativos y documentales que apunten a una secuencia programática 
en la consecución de bienes y servicios de calidad certificada como es el caso de los alimentos y la 
alimentación. .  
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